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Resumen 

 El presente artículo de revisión examina el tratamiento normativo y jurisprudencial sobre 

el reconocimiento de la sociedad patrimonial en escenarios donde persiste una sociedad conyugal 

no disuelta, pese a la interrupción definitiva de la convivencia y sin que medie una declaración 

judicial. A partir del análisis de las posturas sostenidas por la Corte Suprema de Justicia, se expone 

la evolución jurisprudencial en torno a esta problemática, culminando con el estudio de la sentencia 

SC1422-2025, la cual introduce un enfoque novedoso que sirve como base para una reflexión 

crítica desde la perspectiva de los investigadores. Se constata que, aunque la jurisprudencia no ha 

sido pacífica, ha mantenido una línea constante de rechazo al reconocimiento de la sociedad 

patrimonial en condiciones equivalentes a la sociedad conyugal. Sin embargo, el fallo más reciente 

propone una figura de naturaleza civil orientada a salvaguardar los derechos patrimoniales 
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afectados, junto con la formulación de subreglas que delimitan los criterios para su eventual 

reconocimiento. 

Palabras Claves: Sociedad conyugal, sociedad patrimonial, coexistencia de sociedades, 

justicia material, formalismo jurídico. 

Abstract 

 This review article examines the regulatory and jurisprudential treatment of the 

recognition of a de facto marital partnership (sociedad patrimonial) in cases where a legal marital 

partnership (sociedad conyugal) remains undissolved, despite the definitive cessation of 

cohabitation and the absence of a judicial declaration. Through the analysis of the positions 

adopted by the Supreme Court of Justice, the article outlines the evolution of jurisprudence 

regarding this issue, culminating in the examination of ruling SC1422-2025, which introduces a 

novel approach that serves as a foundation for critical reflection from the perspective of the 

researchers. It is observed that, although the jurisprudence has not been uniform, it has consistently 

rejected the recognition of the de facto marital partnership under conditions equivalent to those of 

the legal marital partnership. Nevertheless, the most recent ruling proposes a civil-law-based 

construct aimed at safeguarding the affected patrimonial rights, along with a set of sub-rules that 

define the criteria for its potential recognition. 

Keywords: Legal marital partnership, de facto marital partnership, coexistence of marital 

regimes, substantive justice, legal formalism. 

Referente metodológico 

Este artículo científico de revisión se enmarca en una investigación jurídica de enfoque 

cualitativo, desarrollada a través de los métodos documental, descriptivo y de análisis sistemático. 

La metodología empleada comprende la revisión estructurada de fuentes primarias, como la ley 
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vigente y la jurisprudencia relevante, así como de fuentes secundarias, entre ellas artículos 

científicos, tesis, trabajos de grado y monografías. El propósito es sustentar el abordaje del 

problema jurídico planteado, permitiendo una comprensión crítica del estado actual del debate 

jurisprudencial. 

Introducción 

La unión marital de hecho, como institución jurídica, tiene su origen en las relaciones 

concubinarias previas a 1990. Ante la necesidad de reconocer y proteger legalmente este tipo de 

vínculos afectivos y establecer un régimen económico aplicable a los mismos, el legislador 

colombiano expidió la Ley 54 de 1990. Dicha norma definió la unión marital de hecho y reguló el 

régimen patrimonial entre compañeros permanentes, poniendo fin a un prolongado periodo de 

inactividad legislativa en esta materia. 

Pese a lo tardío de su reconocimiento normativo, la unión marital de hecho fue 

posteriormente amparada por la jurisprudencia constitucional, siendo considerada por la Corte 

Constitucional como una forma legítima de constituir familia, en igualdad de condiciones frente 

al matrimonio (Corte Constitucional de Colombia, 1997, Sentencia T-397). Sin embargo, esta 

simetría aparente se desdibuja en el ámbito del régimen económico, donde persisten notorias 

desigualdades. En efecto, el régimen patrimonial entre compañeros permanentes continúa siendo 

objeto de diferenciación frente a la sociedad conyugal, la cual recibe un tratamiento privilegiado 

tanto por la legislación civil sustancial como por la jurisprudencia reiterada de la Sala Civil de la 

Corte Suprema de Justicia. 

Esta disparidad se acentúa en los casos previstos por el artículo 2° de la Ley 54 de 1990, 

modificado por el artículo 1° de la Ley 979 de 2005, en los que se presume la existencia de una 

sociedad patrimonial entre compañeros permanentes. Cuando existe un vínculo matrimonial o una 
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sociedad conyugal preexistente respecto de uno o ambos compañeros, la protección jurídica tiende 

a favorecer a la sociedad conyugal, en detrimento de la patrimonial, incluso si la convivencia 

conyugal ha cesado de forma definitiva. 

En este contexto, ha surgido un debate persistente dentro del derecho procesal, centrado 

en la posibilidad de coexistencia entre la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial, así como 

en los requisitos necesarios para aplicar la presunción legal de existencia de esta última. La 

jurisprudencia ha sostenido dos posiciones enfrentadas: por un lado, una interpretación 

estrictamente formalista que prioriza los derechos patrimoniales derivados del matrimonio; por el 

otro, una visión que reconoce la realidad de la familia como hecho social y exige del juez una 

valoración basada en la justicia material y en criterios probatorios más flexibles. 

Frente a este panorama, la constitucionalización del derecho procesal ha introducido un 

nuevo enfoque que desafía las estructuras tradicionales, exigiendo del juez una intervención activa 

para resolver los dilemas jurídicos derivados de esta coexistencia y brindar soluciones que 

aseguren la protección efectiva de derechos fundamentales. 

En ese sentido, el presente artículo tiene como objetivo analizar la actualidad jurídica 

de la convergencia entre la prohibición de coexistencia de las sociedades conyugal y 

patrimonial, la separación de hecho como causal de disolución, y las condiciones y 

dificultades para su materialización. El análisis se desarrolla mediante una investigación de 

enfoque cualitativo, cuyo resultado es un artículo de revisión que compila una nutrida controversia 

jurisprudencial, evidencia vacíos normativos relevantes y reflexiona sobre el retroceso en 

decisiones judiciales que, a pesar de los avances constitucionales, aún priorizan el matrimonio y 

la sociedad conyugal, manteniendo una visión formalista que limita el alcance de la justicia 

material en estos casos. 
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Resultados 

La disolución de la sociedad conyugal: Controversias normativas y tensiones 

jurisprudenciales. 

En Colombia, la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial han recorrido un largo y 

complejo camino hacia su reconocimiento jurídico, marcado por tensiones normativas y 

jurisprudenciales. Aunque en la actualidad ambas figuras presentan elementos semejantes, 

persisten diferencias sustanciales, particularmente relacionadas con el grado de formalismo que 

las caracteriza. La jurisprudencia ha identificado que la principal distinción radica en la naturaleza 

del compromiso que las origina: en el matrimonio, dicho compromiso se manifiesta a través de un 

acto jurídico formal; en la unión marital de hecho, por el contrario, se concreta mediante la 

construcción cotidiana de una vida en común. No obstante, en ambos casos, el fin es común: la 

conformación de una familia (Corte Constitucional de Colombia, 2015, Sentencia C-257). 

Antes de la entrada en vigencia de la Ley 54 de 1990, la unión marital de hecho no era 

reconocida jurídicamente como forma de familia. De hecho, las relaciones de concubinato fueron 

incluso consideradas, en ciertos contextos, como conductas reprochables o punibles. Con la 

promulgación de la mencionada ley y la posterior expedición de la Constitución de 1991 —que 

consagra la protección de todas las formas de familia— se inició un proceso de legitimación 

normativa de las uniones de hecho. La Ley 54 fue posteriormente modificada y complementada 

por la Ley 979 de 2005, ampliando el alcance de protección legal. Sin embargo, en sus inicios, este 

marco normativo se centraba en garantizar principalmente los derechos de los hijos 

extramatrimoniales, dejando en un segundo plano los derechos patrimoniales de los propios 

compañeros permanentes (Gómez, 2024). 
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Los requisitos para el reconocimiento de la unión marital de hecho han sido objeto de 

evolución y flexibilización. Tradicionalmente, se exigía que ninguno de los compañeros 

permanentes mantuviera un vínculo matrimonial vigente con un tercero, o que, en caso de no 

haberse tramitado el divorcio, la sociedad conyugal se encontrara debidamente disuelta y 

liquidada. Asimismo, se requería una comunidad de vida estable, permanente y singular. No 

obstante, la jurisprudencia ha venido modulando tales exigencias, admitiendo, por ejemplo, que la 

sola disolución (mas no la liquidación) de la sociedad conyugal puede ser suficiente para la 

configuración de una sociedad patrimonial (Gómez, 2024). 

En paralelo, desde la jurisprudencia constitucional y civil se ha fortalecido el 

reconocimiento de los derechos patrimoniales de quienes integran distintas formas de comunidad 

de vida, ya sea en calidad de cónyuges o de compañeros permanentes. Se han establecido reglas 

sobre su constitución, oponibilidad frente a terceros, disolución y liquidación, tendientes a 

equiparar el trato jurídico entre ambas figuras. No obstante, el problema se agudiza cuando 

convergen de manera simultánea los intereses derivados de ambas instituciones (la sociedad 

conyugal y la patrimonial), lo que da lugar a vacíos normativos y lagunas jurídicas. Estas 

situaciones, no resueltas expresamente por la ley, quedan entregadas a la interpretación judicial, 

generando incertezas que comprometen los principios de equidad y seguridad jurídica (Gómez, 

2024). 

El artículo 1820 del Código Civil colombiano contempla que la sociedad conyugal se 

disuelve, entre otras causales, por la separación de cuerpos decretada judicialmente, siempre que 

esta no tenga carácter temporal ni exista voluntad de los consortes de conservarla vigente 

(Congreso de la República de Colombia, 1873, Ley 84). 
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Es claro que este artículo contempla la separación de cuerpos como una causal de 

disolución de la sociedad conyugal; no obstante, establece un requisito adicional para su 

procedencia: que dicha separación tenga carácter judicial. Sin embargo, el artículo 167 del mismo 

código introduce una disposición relevante al respecto, al establecer que, si bien la separación de 

cuerpos no disuelve el vínculo matrimonial ni implica necesariamente la suspensión de la vida en 

común de los cónyuges, sí tiene como efecto la disolución de la sociedad conyugal, salvo en el 

caso previsto en la disposición mencionada en el párrafo anterior. (Congreso de la República de 

Colombia, 1873, Ley 84). 

El artículo 154 del Código Civil, en el marco de las causales de divorcio, establece en su 

numeral 8 que la separación de cuerpos, ya sea judicial o de hecho, que haya perdurado por más 

de dos años, constituye causal suficiente para solicitar el divorcio.  

Esta disposición ha sido objeto de control constitucional, siendo declarada exequible por 

la Corte Constitucional en sentencias como la C-1495 de 2000 (Magistrado Ponente Álvaro Tafur 

Galvis) y la C-746 de 2011 (Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo). No obstante, en esta 

última decisión, el Alto Tribunal aclaró que la exigencia del término de dos años se fundamenta 

en principios constitucionales orientados a la protección de la familia, los hijos y el patrimonio 

social. Sin embargo, esta causal no tiene una aplicación automática que permita, por sí sola, 

proteger derechos derivados de una nueva relación —como en el caso de la sociedad patrimonial— 

sino que debe ser invocada expresamente dentro del proceso judicial de divorcio. 

En este contexto, la figura de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes ha 

sido objeto de una creciente controversia, especialmente en lo que se refiere a la denominada 

"coexistencia de sociedades", es decir, la simultaneidad entre una sociedad conyugal no disuelta y 

una eventual sociedad patrimonial. En estas situaciones, la jurisprudencia y la doctrina han 
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procurado privilegiar la sociedad conyugal previa, relegando la protección de los derechos 

patrimoniales de los compañeros permanentes. 

Desde la perspectiva legislativa, la Ley 979 de 2005, modificatoria de la Ley 54 de 1990, 

introdujo una presunción en favor del reconocimiento de la sociedad patrimonial, fortaleciendo los 

derechos de los compañeros permanentes. Sin embargo, dicha presunción está condicionada al 

cumplimiento de ciertos requisitos formales: debe acreditarse mediante sentencia judicial, escritura 

pública o acta de conciliación. Además, cuando uno de los compañeros tenga un vínculo 

matrimonial previo, la ley exige que la correspondiente sociedad conyugal se encuentre disuelta y 

liquidada con una antelación mínima de un (1) año respecto de la fecha de inicio de la unión marital 

de hecho (Congreso de la República de Colombia, 2005, Ley 979, Artículo 1). 

Esta exigencia, de marcado carácter formalista, ha generado múltiples tensiones 

interpretativas en sede judicial, especialmente en casos donde, pese a la ruptura de hecho del 

vínculo conyugal, no se ha materializado formalmente su disolución. 

Frente al contenido normativo referido, particularmente al numeral 2 del artículo 2° de la 

Ley 54 de 1990, no fue sino hasta el año 2013 que la Corte Constitucional, mediante la Sentencia 

C-700, declaró inexequible la expresión “y liquidadas”. En dicha providencia, el alto tribunal 

realizó una diferenciación entre los conceptos de “disolución” y “liquidación”, concluyendo que 

es la disolución la que extingue la relación jurídica entre los cónyuges, generando así un patrimonio 

susceptible de ser liquidado, y permitiendo el surgimiento de nuevas sociedades patrimoniales, 

siempre que cumplan con los requisitos legales, sin supeditar su reconocimiento a una mera 

formalidad (Corte Constitucional de Colombia, 2013). 

Antes de este fallo, la Corte Suprema de Justicia, si bien de manera no uniforme pero 

mayoritaria, había sostenido la negativa a reconocer las uniones maritales de hecho y, en 
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consecuencia, las sociedades patrimoniales, cuando no se acreditaba la liquidación de la sociedad 

conyugal previa, entendiendo esta como condición indispensable para dar por terminado un 

vínculo patrimonial y permitir la configuración de uno nuevo (Corte Constitucional de Colombia, 

2013, Sentencia C-700). 

No obstante, algunas decisiones aisladas de la Corte Suprema ya venían afirmando que 

lo determinante era la disolución y no la liquidación de la sociedad conyugal. Ejemplo de ello son 

los fallos del 10 de septiembre de 2003 (Magistrado Ponente Manuel Isidro Ardila Velásquez, Exp. 

7303) y del 4 de septiembre de 2006 (Magistrado Ponente Edgardo Villamil Portilla, Exp. 41396-

31-84-001-2003-00068-01), entre otros (Corte Constitucional de Colombia, 2016, Sentencia C-

193). 

En esta última sentencia (C-193 de 2016), la Corte Constitucional declaró inexequible la 

expresión “por lo menos un año” del literal b) del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, modificado 

por la Ley 979 de 2005. Sin embargo, mantuvo la exequibilidad de los apartes “siempre y cuando 

la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas” y “antes de la fecha en que 

se inició la unión marital de hecho”. El fallo contó con tres salvamentos de voto, en los que se 

advirtió que exigir la disolución previa de la sociedad conyugal constituía una carga 

desproporcionada para los compañeros permanentes, quienes, aun cumpliendo con los requisitos 

legales para conformar una sociedad patrimonial, se veían obligados a acudir ante un juez para 

asegurar la garantía de sus derechos mediante una figura civil que termina desdibujando la 

protección constitucional a la familia (Corte Constitucional de Colombia, 2016). 

La persistencia de decisiones judiciales que exigen la disolución de la sociedad conyugal 

como condición para aplicar la presunción legal en favor de la sociedad patrimonial, se justifica 

con el argumento de evitar la coexistencia de patrimonios paralelos. En este sentido, se ha 
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interpretado que la sociedad patrimonial puede configurarse desde la fecha en que ocurre la 

disolución, sin que sea necesaria la liquidación ni el transcurso de un año (Corte Constitucional de 

Colombia, 2016, Sentencia C-193). 

Sin embargo, pese a estas declaratorias de inexequibilidad por parte de la Corte 

Constitucional, persisten dificultades prácticas y controversias interpretativas en el reconocimiento 

judicial de las uniones maritales de hecho (UMH), especialmente cuando se discute la ruptura de 

la presunción establecida en la ley. Se mantiene, por parte de algunos operadores jurídicos, la tesis 

según la cual si uno o ambos compañeros permanentes tienen vigente una sociedad conyugal no 

disuelta al momento del inicio de la unión, la presunción legal de sociedad patrimonial no resulta 

aplicable (Corte Constitucional de Colombia, 2016 Sentencia C-193). 

Una de las controversias sobre la que se mantiene la discusión y las diferencias en las 

perspectivas jurisprudenciales y doctrinales, es sobre la causal de disolución de la sociedad 

conyugal, separación de hecho, entendiendo que la disolución de esta configura un limite al 

nacimiento de la sociedad patrimonial. Esto no solo en el marco de la existencia de una limitante 

por una sociedad conyugal sin disolver, sino por el momento en el que se exige que esto ocurra, al 

mantener por parte de algunos censores, el que debe ocurrir antes de haber iniciado la comunidad 

de vida permanente y singular, cuestión que ya ha sido zanjado por la CSJ, en Sentencia del 4 de 

septiembre de 2006 (Rad. No. 1998-00696-01), reiterada en SC16493-2016, SC1413-2022 y 

SC311-2023, sin embargo, estas decisiones mantienen la exigencia de que se eleve a escritura 

pública el negocio jurídico de disolución (Corte Suprema de Justicia, 2024, Sentencia SC2429-

2024). 

Los jueces y tribunales de familia han fluctuado en sus interpretaciones ante los vacíos y 

desequilibrios normativos que limitan el nacimiento de la sociedad patrimonial. Esta situación ha 
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impedido una aplicación uniforme de criterios que permitan garantizar justicia material en el marco 

del proceso, manteniéndose una postura mayoritaria de negativa al reconocimiento de la sociedad 

patrimonial, identificada como una línea jurisprudencial de carácter formalista o tradicionalista 

(Corte Suprema de Justicia, 2025, Sentencia SC1422-2025). 

En respuesta a estos vacíos, una nueva línea jurisprudencial ha propuesto una solución 

basada en la interpretación integradora de las normas, haciendo uso de la analogía con 

disposiciones relativas a la separación de cuerpos. Esta perspectiva se apoya en el artículo 167 del 

Código Civil, en concordancia con el numeral 2 del artículo 1820 ídem, analizados previamente 

en este mismo acápite (Corte Suprema de Justicia, 2024, Sentencia SC3085-2024). 

Desde esta óptica, la Corte Suprema de Justicia reconoce la primacía de la realidad 

material y la justicia social, priorizando el análisis probatorio por encima del formalismo jurídico. 

Esta línea interpretativa ya había sido anticipada en fallos de tribunales como el Superior de 

Bucaramanga, citados por la Corte Constitucional en la Sentencia C-193 de 2016, y más 

recientemente por decisiones del alto tribunal, como las sentencias SC4027-2021 y SC3085-2024. 

En ellas se sugiere que la separación de hecho definitiva puede dar lugar a una disolución 

automática de la sociedad conyugal, trasladando el centro del análisis a las pruebas que acrediten 

tanto la ruptura permanente de la convivencia conyugal como la identificación de los bienes que 

conforman el patrimonio común (Corte Suprema de Justicia, 2021, Sentencia SC4027-2021). 

En consecuencia, una de las controversias más relevantes al interior del tribunal de cierre 

en materia de familia gira en torno a la reiterada negativa a reconocer de forma directa la existencia 

de la sociedad patrimonial cuando no ha habido disolución formal de la sociedad conyugal previa. 

La tendencia ha sido trasladar la protección patrimonial de los compañeros permanentes a una 

figura de hecho de naturaleza civil. Aunque la Sentencia SC1422-2025 se propuso brindar una 
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solución definitiva, lo cierto es que las subreglas propuestas han generado dificultades de 

aplicación, evidenciadas en los tres salvamentos de voto y la necesidad de recurrir a dos conjueces 

para alcanzar una decisión mayoritaria. 

Finalmente, estudios jurídicos como el de Flórez (2015) han señalado que, pese a ciertos 

avances jurisprudenciales y normativos, persiste una marcada desigualdad entre la sociedad 

conyugal y la sociedad patrimonial. Esta diferencia, aunque justificada constitucionalmente, 

termina siendo desproporcionada. Si bien es comprensible el interés por evitar la coexistencia de 

ambas figuras, el tratamiento diferenciado que se les da resulta desequilibrado. Lo más 

preocupante es que las situaciones concretas continúan siendo reguladas por medio de 

interpretaciones judiciales, debido a vacíos y ambigüedades legislativas que obligan a las Cortes a 

suplir la tarea del legislador, sin que exista aún una posición jurisprudencial pacífica y consolidada. 

Tesis de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia sobre la disolución de la 

sociedad conyugal y su impacto en el reconocimiento de la sociedad patrimonial. 

Tesis tradicional 

En el desarrollo jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia pueden identificarse 

diversas posturas en torno a los conflictos que plantea la separación de hecho como causal de 

disolución de la sociedad conyugal y su incidencia en el surgimiento y reconocimiento de la 

sociedad patrimonial. En primer lugar, se destaca una tesis tradicional, cuya concepción se funda 

en la primacía de la llamada familia de papel, noción doctrinal que alude a la familia formalmente 

constituida mediante el vínculo matrimonial, y que mantiene sus fundamentos en el formalismo 

jurídico. 

Esta postura ha sido sostenida tanto por la Corte Suprema de Justicia como por la Corte 

Constitucional, mediante decisiones que, de manera expresa o tácita, reconocen la preeminencia 
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de las formas jurídicas. En ella se distingue claramente entre las figuras del matrimonio y la unión 

marital de hecho, así como entre la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial, sobre la base de 

que la Constitución no establece una igualdad absoluta entre estas instituciones. Así lo estableció 

la Corte Constitucional (1996) en la Sentencia C-114, posición reafirmada posteriormente en la 

Sentencia C-278 (Corte Constitucional, 2014), en la que se sostuvo la constitucionalidad del trato 

diferenciado entre ambas figuras. 

Más adelante, en la Sentencia C-014, la Corte reconoció que tanto el matrimonio como la 

unión marital de hecho son formas válidas de familia, y por tanto merecen igual protección en el 

marco constitucional (Corte Constitucional de Colombia, 1998). No obstante, precisó que esta 

igualdad no se extiende necesariamente al plano de los derechos patrimoniales, dado que las 

realidades jurídicas y sociales que rodean a una y otra institución son distintas. En esa línea, la 

Sentencia C-257 (Corte Constitucional, 2015) enfatizó que el tratamiento diferencial incluye tanto 

los mecanismos probatorios exigidos para acreditar la existencia de cada sociedad como las 

condiciones para su surgimiento, y que dicho tratamiento debe fundarse en razones 

constitucionalmente válidas, derivadas de sus dinámicas particulares y de sus regímenes legales 

diferenciados. 

Este contexto es fundamental, pues constituye el eje central del debate sobre la necesidad 

de disolver la sociedad conyugal preexistente como condición para el nacimiento de una sociedad 

patrimonial entre compañeros permanentes. En particular, se discute la presunción contenida en la 

Ley 54 de 1990, entendida por la jurisprudencia como una medida para evitar la coexistencia de 

sociedades con efectos patrimoniales simultáneos, lo cual generaría inseguridad jurídica. Esta 

interpretación ha sido reiterada por la Corte Suprema de Justicia (2011) en la Sentencia 2007-
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00091-01, así como en la providencia del 28 de noviembre de 2012, con ponencia de la magistrada 

Ruth Marina Díaz Rueda (Corte Suprema de Justicia, 2012). 

Para mayor claridad, cabe señalar que, cuando existe una separación de hecho en el 

matrimonio pero no se ha producido una disolución formal de la sociedad conyugal, algunos fallos 

reconocen la existencia de una unión marital de hecho, pero niegan el reconocimiento de la 

sociedad patrimonial derivada de esta. En estos casos, se ha establecido que la existencia de una 

UMH puede dar lugar a la presunción de existencia de sociedad patrimonial, aun cuando uno o 

ambos compañeros estén legalmente impedidos para contraer matrimonio, siempre que la sociedad 

conyugal previa se encuentre formalmente disuelta (Corte Suprema de Justicia, 2011, Sentencia 

2007-00091-01). 

Posteriormente, la Corte Constitucional profundizó en el alcance de la presunción prevista 

en la Ley 54, aclarando que su finalidad es facilitar la acreditación de la existencia de la sociedad 

patrimonial, al establecer condiciones objetivas que eximen al interesado de una carga probatoria 

excesiva. No obstante, reiteró que su propósito último es evitar la confusión de patrimonios y 

prevenir posibles fraudes, asegurando así la certeza jurídica y la protección de terceros (Corte 

Constitucional de Colombia, 2016, Sentencia C-193). 

En la misma sentencia, la Corte sostuvo que la exigencia de la disolución previa resulta 

necesaria y proporcionada, al no existir otro mecanismo que cumpla de forma igualmente eficaz 

con los fines de claridad y seguridad jurídica. A manera de ilustración, citó el artículo 140, numeral 

12 del Código Civil, el cual establece que, en caso de coexistencia de dos matrimonios, el segundo 

se considera nulo y no da lugar a una nueva sociedad conyugal. En criterio de la Corte, ello implica 

una renuncia a la protección del derecho sustancial en aras de salvaguardar la seguridad jurídica 

del sistema. 
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Además, se precisó que la presunción legal de existencia de la sociedad patrimonial no es 

una presunción de pleno derecho sino legal, en tanto la ley no emplea expresamente esa fórmula. 

En consecuencia, admite prueba en contrario (Corte Constitucional de Colombia, 2016, Sentencia 

C-193). 

En resumen, tanto la Corte Constitucional como la Corte Suprema de Justicia han 

reiterado de forma insistente y mayoritaria la exigencia de disolver previamente la sociedad 

conyugal para que sea posible reconocer la existencia de una unión marital de hecho con efectos 

patrimoniales, y que solo después de transcurridos dos años de convivencia se pueda aplicar la 

presunción de existencia de sociedad patrimonial (Corte Suprema de Justicia, 2015, Sentencia 

2006-0085). 

Desde el enfoque particular de este estudio, resulta pertinente precisar que en Colombia 

la separación de cuerpos puede ser judicial o de hecho. La separación judicial disuelve la sociedad 

conyugal de forma inmediata, aunque el vínculo matrimonial permanezca vigente. En cambio, la 

separación de hecho, según la tesis tradicional, no disuelve por sí misma la sociedad conyugal, 

aunque habilita a los cónyuges para solicitar el divorcio pasados dos años, como una causal 

objetiva. 

La razón detrás de esta negativa a reconocer efectos jurídicos disolutorios a la separación 

de hecho radica en la ausencia de un límite temporal claro para identificar el momento de su inicio, 

lo que dificulta establecer con certeza el nacimiento de la sociedad patrimonial. Desde una óptica 

probatoria, esto implica que el hecho generador del derecho sustancial no se presume 

automáticamente, y que la parte interesada debe aportar prueba suficiente que no logre ser 

desvirtuada (Corte Constitucional de Colombia, 2020, Sentencia C-456). 
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No obstante, uno de los principales cuestionamientos a esta tesis tradicional radica en la 

limitación del acceso a la protección patrimonial para los compañeros permanentes, en los casos 

en que no se haya disuelto formalmente una sociedad conyugal anterior. En tales circunstancias, 

solo se reconoce la unión marital de hecho, sin efectos patrimoniales, pese a que ello ya implica el 

reconocimiento constitucional de una familia (Corte Constitucional de Colombia, 2016, Sentencia 

C-193). 

Tribunal Superior de Bucaramanga 

Antes de abordar la tesis moderna de la Corte Suprema de Justicia, resulta pertinente 

mencionar un antecedente jurisprudencial relevante que, si bien no constituye doctrina probable 

por provenir de un Tribunal Superior, representa un punto de inflexión respecto de la tesis 

tradicional y sirve de fundamento para las decisiones recientes del Alto Tribunal. De hecho, uno 

de estos fallos fue el antecedente directo de la más reciente posición adoptada por la Corte 

Suprema. 

En la Sentencia C-193 de 2016, la Corte Constitucional recopiló argumentos clave que 

sustentan esta perspectiva. Entre ellos, citó un fallo del Tribunal Superior de Bucaramanga del 24 

de marzo de 2015, dictado en sede de apelación. En este caso, el tribunal conoció de una decisión 

de primera instancia que reconoció la existencia de una unión marital de hecho (UMH), pero negó 

la sociedad patrimonial por considerar vigente una sociedad conyugal no disuelta. El Tribunal 

sostuvo que los requisitos establecidos por la Ley 54 de 1990 para el reconocimiento de la sociedad 

patrimonial no regulan su nacimiento en sí, sino únicamente la presunción legal de su existencia. 

Por tanto, la ausencia de alguno de estos requisitos no impide el reconocimiento del derecho si se 

logra probar por otros medios, dado que la norma no prohíbe su existencia en ausencia de 

presunción. En consecuencia, el supuesto impedimento para la coexistencia de sociedades —
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núcleo de la tesis formalista— se transforma en un problema estrictamente probatorio (Corte 

Constitucional de Colombia, 2016a). 

Esta posición ya había sido anticipada por el mismo Tribunal en la sentencia del 17 de 

julio de 2009, en la que reconoció que, si bien la norma busca evitar la confusión patrimonial, el 

juez no puede, por ese motivo, denegar un derecho sustancial. En ese fallo se argumentó que la 

exigencia de disolución de la sociedad conyugal previa opera exclusivamente para la presunción 

legal, no para el reconocimiento material de la sociedad patrimonial. El Tribunal destacó que esta 

última no posee el carácter de universalidad de la sociedad conyugal, sino que surge de la 

convivencia, el trabajo conjunto, la ayuda mutua y el socorro recíproco. En consecuencia, en el 

caso concreto se reconoció la existencia de la sociedad patrimonial al haber sido acreditados dichos 

presupuestos por la compañera permanente demandante, quien asumió y cumplió con la carga de 

la prueba (Corte Constitucional de Colombia, 2016a). 

La postura del Tribunal se reafirmó recientemente en una decisión del 5 de junio de 2023, 

proferida por la Sala Civil-Familia del mismo Tribunal Superior de Bucaramanga, en el proceso 

promovido por Lucely Delgado Quintero. Esta providencia fue objeto de recurso extraordinario de 

casación y dio origen a la Sentencia SC1422-2025 de la Corte Suprema de Justicia. En ella, el 

Tribunal reiteró su posición sostenida a lo largo del tiempo: reconoció la existencia tanto de la 

unión marital como de la sociedad patrimonial, tras verificar el cumplimiento de los requisitos 

legales. La decisión se basó en que la separación de hecho del matrimonio llevaba más de dos años 

de forma permanente, la convivencia con el compañero permanente había sido continua y se había 

demostrado el cumplimiento de los presupuestos de trabajo, ayuda y socorro mutuo. Todo ello fue 

acreditado por la parte demandante mediante los medios probatorios pertinentes. La única 
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consecuencia de la vigencia del matrimonio fue la inaplicabilidad de la presunción contenida en la 

Ley 54 de 1990, mas no la negación del derecho sustancial (Corte Suprema de Justicia, 2025). 

El Tribunal de segunda instancia consideró que ninguna de las dos tesis —ni la tradicional 

ni la moderna— resultaba aplicable de manera estricta al caso. Por un lado, la tesis moderna no 

era plenamente pertinente, al no encontrarse en discusión la vigencia del vínculo matrimonial. Por 

otro, la tesis tradicional ponía en riesgo varios derechos fundamentales, al impedir el debate 

probatorio y aplicar la presunción legal como si se tratara de una presunción iure et de iure, es 

decir, de pleno derecho (Corte Suprema de Justicia, 2025). 

La Corte Suprema, al resolver el recurso de casación, retomó esta línea argumentativa y 

reafirmó que, si bien la vigencia de una sociedad conyugal impide la aplicación de la presunción 

contenida en la Ley 54, ello no implica la pérdida del derecho a que se reconozca la sociedad 

patrimonial. Al tratarse de una presunción legal y no de pleno derecho, su inaplicabilidad solo 

transfiere la carga de la prueba a quien la alega, quien deberá demostrar los presupuestos materiales 

de la convivencia, el trabajo conjunto, la ayuda y el socorro mutuo (Corte Suprema de Justicia, 

2025). 

Por último, es importante advertir que gran parte de las decisiones que se apartan de la 

línea tradicional han contado con salvamentos de voto, lo que evidencia el debate doctrinal vigente 

al interior de la Corte Suprema. Estas disidencias serán objeto de análisis en el apartado 

correspondiente. 
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 La justicia material y el derecho sustancial: Hacia una nueva hermenéutica jurídica 

La línea jurisprudencial reciente en materia de disolución de la sociedad conyugal y 

reconocimiento de la sociedad patrimonial se fundamenta en el derecho viviente y en los principios 

constitucionales contemporáneos, particularmente la justicia material, el orden social justo y la 

igualdad sustancial. Este giro en la jurisprudencia responde a una demanda reiterada de la doctrina 

jurídica y la academia, ante la insuficiencia del marco normativo vigente para atender realidades 

sociales complejas. Para suplir tales vacíos, se ha recurrido a herramientas de interpretación como 

la analogía, específicamente a partir de los artículos 167 y 1820 del Código Civil, aunque estas 

aproximaciones han generado debates, ambigüedades y respuestas contradictorias. 

La Corte Suprema de Justicia, en su Sentencia SC-4027 de 2021, introdujo una 

modificación profunda a la tesis tradicional. En ella, se sostiene que la separación de hecho 

definitiva entre cónyuges produce la disolución inmediata de la sociedad conyugal, entendiendo 

que los efectos de la sentencia judicial o del documento notarial son declarativos, con efectos 

retroactivos al momento en que cesó la convivencia de manera permanente, irrevocable y 

definitiva. Por ende, una vez probada la separación en tales términos y los requisitos legales 

correspondientes, puede reconocerse judicialmente la sociedad patrimonial que surgió de la nueva 

unión (Corte Suprema de Justicia, 2021). 

Esta postura provocó importantes reparos dentro de la misma Sala. Magistrados que 

salvaron y aclararon su voto advirtieron que tal tesis ponía en riesgo los derechos tanto de cónyuges 

como de compañeros permanentes. Señalaron que no es jurídicamente correcto calificar las 

decisiones sobre reconocimiento de sociedad patrimonial como meramente declarativas, ya que en 

estos casos se constituye una nueva sociedad. Asimismo, cuestionaron la posibilidad de efectos 

retroactivos, por considerarla una intromisión en la esfera del legislador y una contravención del 
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precedente jurisprudencial que exige un lapso de dos años de separación para configurar causal de 

divorcio (Corte Suprema de Justicia, 2021). 

No obstante estas críticas, la Corte reafirmó su postura en la Sentencia SC-3085 de 2024, 

en la que establece que la separación de hecho entre cónyuges puede tener carácter temporal si es 

consensuada, pero no puede prolongarse por más de un año sin que se configure causal de divorcio. 

Si la finalidad es mantener el vínculo jurídico sin convivencia, se debe acudir al juez para fijar los 

términos. Además, propone que si la separación se extiende más de dos años sin autorización 

judicial ni acuerdo expreso, la sociedad conyugal debe considerarse disuelta desde el inicio de 

dicha separación (Corte Suprema de Justicia, 2024). 

Estas decisiones buscan llenar una laguna axiológica, entendiendo que la omisión 

normativa en torno a la separación de hecho, y sus consecuencias patrimoniales, vulnera el 

principio constitucional de justicia material. En esta lógica, se reconoce que permitir el 

aprovechamiento injusto del trabajo y esfuerzo invertido en una nueva familia durante la vigencia 

formal de una sociedad conyugal disfuncional resulta contrario a la Constitución. Así, la Corte 

plantea que cesar la convivencia supone el abandono del proyecto colectivo matrimonial, y con 

ello, se establece un hito jurídico que permite deslindar los patrimonios (Corte Suprema de Justicia, 

2024). 

La Corte recurre a la analogía legis como herramienta hermenéutica para suplir el vacío 

del artículo 1820 del Código Civil, que solo contempla la separación judicial de cuerpos, dejando 

sin regulación la separación de hecho. Esta asimetría normativa genera dificultades prácticas, 

especialmente en casos donde uno de los cónyuges continúa usufructuando los bienes comunes a 

pesar de haber abandonado la vida en común. En este sentido, la Corte argumenta que si el 

matrimonio, como convenio, ha cesado materialmente, la intervención judicial constituye una 
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formalidad sin efectos sustanciales, que no amerita tutela jurídica en ausencia de voluntad de 

comunidad de bienes (Corte Suprema de Justicia, 2024). 

Desde esta perspectiva, la justicia material implica que los activos deben beneficiar a 

quien efectivamente contribuyó a su adquisición y sostenimiento. Así, se cuestiona la primacía 

automática de la sociedad conyugal sobre la patrimonial, al considerar que ello contradice el 

principio de igualdad material entre las diversas formas de familia. Además, esta línea busca evitar 

prácticas desleales destinadas a defraudar al compañero permanente, y reivindica la autonomía de 

la voluntad por encima del formalismo. En consecuencia, la sociedad conyugal no se deriva 

únicamente del vínculo matrimonial, sino de la efectiva vida en común (Corte Suprema de Justicia, 

2024). 

No obstante, ninguna de estas providencias contó con una mayoría clara. La Sentencia 

SC-4027 de 2021 fue adoptada con tres votos favorables de un total de siete magistrados, además 

de tres aclaraciones y un salvamento de voto. En cuanto a la SC-3085 de 2024, se requirió la 

participación de conjueces para alcanzar la mayoría, y los desacuerdos persistieron. Entre las 

objeciones más relevantes se destacan: la inaplicación del régimen de separación judicial de 

cuerpos contenido en el Código Civil; la falta de certeza sobre el momento exacto en que debe 

contabilizarse el término de dos años; y la ausencia de claridad respecto a si la fórmula de 

disolución automática es aplicable incluso a sociedades conyugales no involucradas en litigios 

sobre nuevas uniones (Corte Suprema de Justicia, 2025, Sentencia SC-1422-2025). 

Finalmente, se ha cuestionado también la aparente contradicción de imponer una 

disolución automática, lo que podría vulnerar la voluntad de las partes, así como los efectos 

retroactivos sugeridos, lo cual fue justamente utilizado como argumento por algunos magistrados 

en la Sentencia SC-1422 de 2025 para justificar su disenso (Corte Suprema de Justicia, 2025). 
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Análisis de la Sentencia SC1422-2025 de la Corte Suprema de Justicia: La prohibición de 

coexistencia entre la sociedad conyugal y la sociedad patrimonial y el alcance de la 

separación de hecho como causal de disolución. 

En sede de casación, la Corte Suprema de Justicia conoció un caso relacionado con la 

solicitud de reconocimiento de una unión marital de hecho (UMH) y su correspondiente sociedad 

patrimonial (SP), presentada por el compañero permanente sobreviviente, quien mantenía una 

sociedad conyugal (SC) vigente con un tercero. En primera instancia, se reconoció la existencia 

de la unión marital, pero se negó la sociedad patrimonial, acogiéndose a la línea jurisprudencial de 

la Corte Suprema según la cual, para que opere la presunción legal a favor de la SP, es requisito 

indispensable la disolución previa de la sociedad conyugal (Corte Suprema de Justicia, 2025, 

Sentencia SC-1422-2025). 

En segunda instancia, el Tribunal Superior de Bucaramanga, reiterando su posición 

jurisprudencial ya conocida, reconoció tanto la UMH como la SP. En su fallo del 5 de junio de 

2023, sostuvo que, cumplidos los presupuestos legales, convivencia superior a dos años, apoyo 

mutuo, permanencia y adquisición de bienes en común, la existencia de la sociedad conyugal 

previa no impedía el reconocimiento de la SP. Argumentó que dicha sociedad se encontraba 

disuelta de hecho por la ausencia prolongada de vida en común, aunque no formalmente. Además, 

valoró la prueba aportada que demostraba el trabajo conjunto, la comunidad de vida y la 

adquisición de un activo social, restando importancia a la inaplicabilidad de la presunción legal 

por falta de disolución formal de la SC. 

No obstante, la Corte modificó la sentencia de segunda instancia, concluyendo que el 

tribunal había interpretado erróneamente los artículos 2 y 3 de la Ley 54 de 1990, al asignarles un 

carácter meramente procesal. Para el alto Tribunal, estas normas contienen una prohibición 
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sustantiva que impide la coexistencia de una sociedad conyugal vigente con una sociedad 

patrimonial derivada de una UMH, por tratarse ambas de comunidades universales. En este 

sentido, consideró jurídicamente improcedente invocar principios de equidad y justicia para 

desconocer esta prohibición (Corte Suprema de Justicia, 2025, Sentencia SC-1422-2025). 

La Corte reiteró que la sola separación de cuerpos no disuelve la SC, que únicamente 

puede terminarse por las causales legalmente establecidas. Desconoció así los efectos jurídicos 

que pudieran derivarse de una situación de hecho prolongada (como la cesación de la convivencia), 

en tanto no se haya realizado el acto solemne correspondiente para la disolución de la SC. 

En consecuencia, consideró que la carga de la prueba recaía sobre quien solicitaba el 

reconocimiento de la SP, debiendo demostrar la disolución formal de la sociedad conyugal 

preexistente. El análisis probatorio se centró exclusivamente en ese punto, excluyendo la 

relevancia de las pruebas relacionadas con la convivencia, adquisición de bienes, trabajo conjunto 

y apoyo mutuo. A juicio del Alto Tribunal, aun cuando estas pruebas evidencien una comunidad 

de vida, carecen de eficacia jurídica en ausencia del requisito esencial: la disolución formal de la 

sociedad conyugal previa. 

La Corte reconoció, sin embargo, que el debate jurídico abierto desde la sentencia SC-

4027-2021 ha evidenciado las tensiones surgidas en el marco de la evolución del derecho de 

familia en Colombia. Aunque valoró los intentos jurisprudenciales por avanzar hacia soluciones 

más equitativas, reafirmó que la separación de hecho no implica la disolución automática de la SC 

ni habilita la coexistencia con una SP derivada de una UMH. 

Frente a estas tensiones, el fallo optó por negar el reconocimiento de la SP, pero propuso 

una figura alternativa: la “sociedad de hecho especial” entre compañeros permanentes, la cual 

según la Corte, tiene naturaleza sui generis, situada en el ámbito del derecho de familia, y está 
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orientada a garantizar los derechos patrimoniales de los compañeros permanentes en contextos de 

SC preexistente no disuelta. Para ello, estableció un conjunto de diez subreglas como “modelo 

alternativo” aplicables a casos similares que garantice el respeto de la sociedad conyugal 

preexistente y los derechos económicos de la pareja en unión libre: 

1. La declaración de una UMH superior a dos años, sin reconocimiento de SP por existencia 

de SC vigente, conllevará en la misma sentencia la existencia, disolución y orden de 

liquidación de una sociedad de hecho especial. 

2. Esta sociedad comprenderá los activos y pasivos producto del esfuerzo mancomunado de 

los compañeros, contados desde los dos años de convivencia. 

3. Su liquidación será de naturaleza civil, mediante el mismo procedimiento de liquidación 

de SP y ante el juez que conoció del juicio declarativo de UMH. 

4. La solicitud de liquidación deberá contener un inventario detallado de activos y pasivos y 

prueba de su adquisición durante la convivencia. 

5. La adquisición de bienes durante la UMH constituye un indicio relevante de pertenencia a 

esta sociedad, incluso suficiente para demostrarlo. 

6. El cónyuge con quien exista una SC vigente debe ser citado al proceso para ejercer su 

derecho de defensa. 

7. Todas las partes podrán controvertir la pertenencia de los bienes (activos y pasivos) a la 

“sociedad de hecho especial”, aportando prueba irrefutable de su vínculo con la SC. La 

mera vigencia de la sociedad conyugal no desvirtuará, por sí sola, el indicio señalado en la 

subregla anterior –sobre la presunción de adquisición mancomunada. 

8. El porcentaje de bienes que corresponda al compañero casado acrecerá a su SC, si esta aún 

está vigente. 



25 

 

9. Las subreglas no modifican situaciones jurídicas consolidadas, aplicándose 

exclusivamente a litigios en curso y futuros. 

10. No restringen acuerdos autónomos entre las partes, siempre que actúen de buena fe y 

conforme a la legislación nacional. 

La Corte subrayó que existen diferencias sustanciales entre la SP y la sociedad de hecho 

especial. Mientras la primera tiene un carácter universal e incorpora todos los bienes gananciales, 

la segunda se limita a los bienes producto del esfuerzo conjunto de los compañeros permanentes. 

Reconoció, además, que el uso de esta nueva figura debe reservarse a los casos en que exista una 

SC no disuelta, pese a la acreditación de una convivencia superior a dos años. 

Destacó también la necesidad de equilibrar las cargas probatorias entre compañeros 

permanentes y cónyuges legítimos, de modo que todos puedan ejercer sus derechos y controvertir 

eficazmente sobre los bienes en disputa. La inclusión de inventarios detallados y la valoración 

adecuada de indicios fueron presentadas como medidas que no representan cargas excesivas, sino 

mecanismos que permiten un debate probatorio ordenado y eficiente, en protección del patrimonio 

y los derechos de las partes involucradas. 

La Corte admitió las complejidades probatorias que esta solución implica, especialmente 

para diferenciar los bienes de la SC y los de la sociedad de hecho especial, e incluso, advirtió que 

en muchos casos será necesario liquidar ambas sociedades. 

Cabe señalar que la providencia fue adoptada con la participación de dos conjueces y 

cuenta con tres salvamentos de voto, lo que pone de manifiesto que no se trata de una posición 

pacífica dentro del Alto Tribunal. Hasta el cierre del presente trabajo, los salvamentos no han sido 

publicados, aunque es posible anticipar sus fundamentos a partir de la línea jurisprudencial previa 

ya examinada en esta investigación. 
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Análisis de resultados 

A partir de la revisión normativa y jurisprudencial realizada en el presente trabajo, se 

evidencia que, si bien el ordenamiento jurídico colombiano reconoce y protege diversas formas de 

familia bajo los principios de igualdad, equidad y no discriminación, el camino hacia el 

reconocimiento y garantía efectiva de sus derechos ha sido complejo y controvertido. En particular, 

el ámbito de la sociedad patrimonial derivada de la unión marital de hecho ha sido escenario de 

intensos debates, marcados por vacíos legislativos que han obligado a las Altas Cortes a intervenir, 

en muchas ocasiones, supliendo la inactividad del legislador. Esta falta de desarrollo normativo ha 

derivado en múltiples interpretaciones judiciales sin lograr aún consolidar una doctrina probable 

sobre la materia. 

Esta controversia no se limita únicamente al ámbito de los derechos patrimoniales, sino 

que representa, en un plano más profundo, una disputa entre dos tendencias de interpretación 

jurídica: la justicia formal y la justicia sustancial. La primera se enfoca en el cumplimiento estricto 

de los requisitos legales, mientras que la segunda busca priorizar la justicia material, realidad de 

las partes en el proceso judicial acorde con los principios del Estado Social de Derecho. Este 

conflicto de enfoques se refleja claramente en los criterios aplicados al momento de definir la 

disolución de la sociedad conyugal y el reconocimiento de la sociedad patrimonial derivada de una 

unión marital de hecho. 

La normatividad vigente establece causales taxativas para la disolución de la sociedad 

conyugal, las cuales han sido objeto de un desarrollo jurisprudencial progresivo. De forma 

paralela, se han fijado requisitos para el reconocimiento de la unión marital de hecho y, por ende, 

de la sociedad patrimonial. Ambos regímenes convergen en un punto crucial: la posible 
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coexistencia de una sociedad conyugal vigente con una sociedad patrimonial en formación, lo cual 

plantea importantes implicaciones económicas para los involucrados. 

En esta convergencia normativa y fáctica, se mantiene una posición mayoritaria, 

compartida tanto por la Corte Constitucional como por la Corte Suprema de Justicia, que sostiene 

la imposibilidad jurídica de coexistencia entre estas dos figuras. Esta postura se justifica en la 

necesidad de salvaguardar principios como la seguridad jurídica y la integridad de las comunidades 

universales de bienes. 

Sin embargo, esta interpretación tradicional ha sido cuestionada, especialmente en los 

últimos años. Tribunales como el Superior de Bucaramanga han venido construyendo desde hace 

casi dos décadas una línea alternativa, considerando que la sociedad patrimonial carece del carácter 

de universalidad que sí posee la sociedad conyugal. Bajo esta premisa, se ha propuesto el 

reconocimiento de la disolución automática de la sociedad conyugal en casos de separación de 

hecho prolongada, siempre que se cumplan los requisitos legales para configurar una nueva 

sociedad patrimonial con un compañero permanente. 

Este enfoque alternativo comenzó a tener eco en la Corte Suprema a partir del año 2021, 

cuando se evidencia un giro jurisprudencial, reiterado en una sentencia en 2024 con un elemento 

adicional la separación de hecho definitiva “superior a dos años”. Estas providencias representaron 

un avance importante para el reconocimiento patrimonial de los compañeros permanentes, bajo un 

enfoque centrado en la realidad social y en el principio de igualdad. Uno de los principales 

argumentos que sustenta esta línea es la dificultad e incluso imposibilidad de exigir a los nuevos 

compañeros permanentes la disolución de una sociedad conyugal preexistente que muchas veces 

les es desconocida, ya sea por omisión o por ocultamiento deliberado. 
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La línea moderna prioriza la realidad sobre la formalidad, reconociendo que el vínculo 

matrimonial y la sociedad conyugal no deben prolongar indefinidamente sus efectos jurídicos si 

ha cesado de hecho la vida en común. Desde esta perspectiva, resulta razonable, por analogía, 

considerar que transcurridos dos años de separación efectiva y definitiva, pueda entenderse 

disuelta la sociedad de gananciales, brindando así seguridad jurídica a las relaciones familiares 

posteriores. 

No obstante, las sentencias recientes también han sido claras en señalar que la prohibición 

de reconocimiento de la sociedad patrimonial, cuando subsiste una SC no disuelta, opera 

específicamente sobre la presunción legal contenida en la Ley 54 de 1990. Al tratarse de una norma 

de carácter legal, admite prueba en contrario. Por tanto, quien solicita el reconocimiento de la SP 

puede valerse de los medios probatorios disponibles para acreditar su existencia, incluso si la 

presunción legal no resulta aplicable por la vigencia de una SC anterior. 

En efecto, existe consenso jurisprudencial respecto a la imposibilidad de coexistencia 

entre sociedades universales de bienes, así como en la aceptación del plazo de dos años como 

elemento determinante para la causal de divorcio por separación de cuerpos. Sin embargo, la 

Sentencia SC-1422-2025 marca un retroceso frente a los avances señalados en decisiones de 2021 

y 2024, al negar el reconocimiento de la sociedad patrimonial por subsistencia de la SC, y crear 

una figura de transición: la “sociedad de hecho especial”. 

Esta nueva figura, de naturaleza civil y sin el carácter de universalidad patrimonial, debe 

ser tramitada ante el mismo juez que conozca de la unión marital de hecho. Aunque se presenta 

como un intento de brindar reconocimiento efectivo a los compañeros permanentes, hereda las 

mismas dificultades probatorias que históricamente afectaron a la figura de la “sociedad de hecho”. 

A pesar de declarar la intención de no discriminar entre los diferentes modelos familiares, la Corte 
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afirma expresamente que la protección jurídica de la sociedad patrimonial es más amplia que la 

otorgada a la sociedad especial. 

Finalmente, aunque la Corte sostiene que busca apartarse de la tesis tradicional y avanzar 

en el reconocimiento patrimonial de los compañeros permanentes, su argumentación se ancla 

nuevamente en una visión formalista. Reafirma que la separación de cuerpos de hecho, en tanto 

no está consagrada como causal de disolución en la ley de manera taxativa, no puede habilitar 

automáticamente el reconocimiento de una nueva sociedad patrimonial. Esta interpretación omite 

considerar mecanismos como la interpretación sistemática, integradora o axiológica, que fueron 

fundamentales en fallos paradigmáticos como el de 2014, y que permitieron, en su momento, 

avanzar hacia una comprensión más justa y adecuada del derecho de familia en Colombia. 

Conclusiones 

Del análisis de las controversias normativas y jurisprudenciales en torno a la disolución 

de la sociedad conyugal, se concluye que persisten vacíos legales y ambigüedades interpretativas, 

especialmente cuando confluyen derechos derivados tanto de la sociedad conyugal como de la 

sociedad patrimonial. Estos vacíos han sido abordados por las altas cortes mediante diversas 

herramientas interpretativas, en muchas ocasiones contradictorias entre sí, incluso al interior de 

una misma corporación judicial. Ninguna de las líneas jurisprudenciales adoptadas hasta el 

momento ha logrado consolidarse como una posición pacífica o dominante. Prueba de ello es que 

las sentencias más recientes en la materia han requerido la intervención de conjueces para 

conformar una mayoría decisoria, como ocurrió en la Sentencia SC-1422-2025, en la que tres 

magistrados salvaron su voto y fue necesaria la participación de dos conjueces. 

A lo largo del desarrollo jurisprudencial, se han identificado dos grandes tesis sobre el 

tema: una de corte tradicional o formalista, y otra más reciente, asociada a una concepción de 
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derecho vivo y sustancial. La primera prioriza principios como la seguridad jurídica y la certeza 

económica; la segunda, en contraste, enfatiza la justicia material, la igualdad y la prevalencia del 

derecho sustancial sobre el formalismo. 

Sin embargo, la Sentencia SC-1422-2025 representa un giro ambiguo en esta evolución. 

Aunque afirma apartarse de la postura tradicional, sus fundamentos se alinean más con esa misma 

tesis, contradiciendo los avances alcanzados en providencias anteriores que apostaban por una 

interpretación más amplia, dinámica y garantista. En lugar de fortalecer el reconocimiento de la 

sociedad patrimonial en contextos complejos como el de la separación de hecho prolongada, la 

sentencia introduce una nueva figura denominada “sociedad de hecho especial”, de naturaleza 

civil, que en la práctica impone cargas probatorias excesivas y limita el acceso efectivo a los 

derechos patrimoniales de los compañeros permanentes. 

La Corte sustenta esta decisión en el argumento de que no puede desconocerse el texto 

expreso de la ley, pero omite aplicar criterios de interpretación integradora, sistemática o 

axiológica, como sí lo hizo en decisiones previas más progresistas. Esta omisión es especialmente 

relevante si se tiene en cuenta que el término de dos años de separación, invocado por la 

jurisprudencia como parámetro razonable para considerar disuelta de hecho la sociedad conyugal, 

encuentra fundamento en disposiciones legales relacionadas con la habilitación para solicitar el 

divorcio. No obstante, en lugar de desarrollar esta línea argumentativa, la sentencia de 2025 

reafirma una lectura estrictamente literal y rígida de las causales legales de disolución, lo que 

evidencia una regresión en la garantía de los derechos de los compañeros permanentes. 

En síntesis, aunque la Corte proclama una intención de avanzar hacia la equidad y el 

reconocimiento de nuevas realidades familiares, su razonamiento se mantiene anclado en una 

visión formalista del derecho. Se trata, en definitiva, de una tesis tradicional revestida con el 
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lenguaje de la modernidad, la igualdad y la justicia social, pero que, en lo sustancial, reintroduce 

barreras para el acceso a derechos patrimoniales en contextos donde la convivencia y el esfuerzo 

común han existido, aunque la formalización jurídica de los vínculos previos no se haya 

completado. 
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